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EDILES. RÉGIMEN DE REINTEGRO DE GASTOS 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 4 de mayo de 2011 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Daniel Peña Fernández. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, José Bayardi, Ricardo Berois, Fitzgerald Cantero 
Piali, Alberto Casas, Gonzalo de Toro, Gustavo A. Espinosa, María Elena Laurnaga, Pablo 
Pérez González y Juan C. Souza. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Horacio Yanes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Peña).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
Tenemos a consideración dos proyectos de ley relativos al sistema de reintegro de gastos a los señores Ediles. 


SEÑOR ASTI.- En función de lo conversado en la última sesión y luego de analizar los gastos de 
secretaría, aportamos una redacción complementaria a la presentada oportunamente, que dice así: 
"Las Juntas Departamentales" siempre es una facultad, obviamente, para no violar la autonomía 
departamental "podrán establecer un monto único o diferencial por destino para cubrir los reintegros 
de los gastos de secretaría, comunicación y locomoción de acuerdo a la realidad departamental. [...]", 
es decir, de acuerdo con las características de la actividad de los Ediles en el departamento y con los 
propios regímenes de reintegros, que podrán cubrir, o no, todos estos montos. El artículo continúa 
diciendo: "Estos montos podrán ser asignados a cada sector parlamentario que tenga representación 
en la respectiva Junta Departamental en función del número de titulares y suplentes proclamados 
[...]", que efectivamente ejerzan el cargo. Y agrega: "En el caso de los gastos de secretaría los sectores 
parlamentarios o los grupos o partidos políticos que los representen podrán contratar con contratos 
laborales de derecho privado y a término de mandato, a la o a las personas que ejercerán las tareas de 
secretaría para el respectivo sector debiendo realizar todos los aportes correspondientes.- Los sectores 
o partidos políticos deberán ajustarse para el manejo de estos fondos a lo dispuesto por la Ley_N” 
18.485 y concordantes". Esa ley es la que rige las finanzas de los partidos políticos, con determinados 
controles por parte de la Corte Electoral. 


A su vez, en otro artículo planteamos: "Lo dispuesto precedentemente" siempre el tema queda a voluntad de 
los Gobiernos Departamentales "también podrá ser extendido a los concejales electos según las Leyes Nos. 
18.567 y 18.644 y concordantes. En este caso será el Intendente Departamental quien podrá fijar los montos y 
condiciones de estas partidas comunicándolo a la respectiva Junta Departamental". Esto es así porque la ley 


de creación de los Municipios prevé que el Presupuesto lo otorgue el Ejecutivo Departamental, con 
conocimiento de la Junta Departamental. La iniciativa del Presupuesto, más allá de lo que soliciten los 
Municipios, la tiene el Ejecutivo Departamental. 


Luego agregamos una disposición transitoria en el sentido de que este proyecto puede ser instrumentado por 
las Juntas Departamentales electas en mayo de 2010 en el próximo presupuesto departamental o, en su 
defecto, en la primera Rendición de Cuentas luego de sancionado el texto de esta norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esta propuesta de redacción sustituye a la que ha sido presentada? 


SEÑOR ASTTI.- Es complementaria; como podrán apreciar en el papel que las modificaciones aparecen 
subrayadas. 


SEÑORA LAURNAGA.- La propuesta es interesante y consideramos que requiere un tiempo de 
elaboración y de trabajo. Los socialistas no tenemos seguridad de contar con esta decisión tomada el 
día 11; estamos interesados en trabajar en la propuesta del señor Diputado Asti. 


Veo que están presentes Diputados por el Departamento de Canelones, por lo que solicitaría me informaran 
respecto a la solución adoptada por la Junta Departamental de Canelones en el último Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El problema es que todavía no es una solución. 


SEÑORA LAURNAGA.- También me interesaría mucho que el señor Diputado Cantero Piali hablara 
sobre los pro y los contra de la solución adoptada por la Junta Departamental de Montevideo, que sé 
que se sigue discutiendo una alternativa. 


Por último, quiero informar que debo retirarme antes de que finalice la sesión porque en esta Casa se 
realizará un encuentro de mujeres parlamentarias de América Latina; dentro de un rato habrá un acto de 
apertura formar al cual asistirá el señor Vicepresidente de la República, contador Astori, y quisiera asistir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La solución que buscó Canelones va en la dirección que encaminó el señor 
Diputado Asti en este proyecto de ley, que se asemeja bastante al cobro de las partidas de secretaría 
por parte de los legisladores en el Parlamento Nacional, es decir, a través de los sectores políticos. La 
solución que buscó Canelones es la de habilitar una partida al sector político como una partida de 
secretaría que, en definitiva, se asemeja bastante a lo que plantea el señor Diputado Asti. La solución 
no es otra que la que encontramos aquí para los parlamentarios. El proyecto de Asti va en la dirección 
correcta; se precisa ayuda legal sobre la base de la interpretación que tiene el Tribunal de Cuentas. En 
ese sentido, estaríamos más dispuestos a trabajar en la dirección que tomó este proyecto de ley. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Con respecto a Montevideo, y solo en lo que tiene que ver con el 
resarcimiento de gastos de secretaría al menos en el Período pasado; sé que ahora se está discutiendo, 
pero desconozco en qué etapa se encuentra, en el Período que ocupé una banca en la Junta 
Departamental se obligaba a los Ediles a abrir empresas unipersonales y cada uno de ellos podía 
contratar hasta cinco personas. La Junta abonaba un importe tope para pagar a los secretarios, todo 
dentro de las formalidades de una empresa unipersonal, con aportes al Banco de Previsión Social y 
registro en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Es decir, un sistema transparente; la Junta 
liberaba el pago si y solo si se presentaban los recibos de cobro correspondientes de los empleados, 
secretarios o funcionarios. Esto otorgaba mayores garantías. 


La contra es que al ser titular de esa empresa, sobre el Edil recaen las mismas obligaciones que recaen sobre 
cualquier empresario. Por ejemplo, un atraso en la presentación de la planilla de trabajo conlleva una multa 
que recae en el bolsillo del Edil; claro: eso no era abonado por la Junta. A los Ediles se los elige para otra 
cosa y no para ser empresarios ni andar llevando planillas de trabajo. Esta era una de las grandes 
contraindicaciones. 


La otra gran contra que se le vio a esto es que cuando determinados Ediles prescindían del servicio de un 
secretario, este se presentaba ante el Ministerio, hacía una reclamación y, con todo derecho, ganaba; esto 
ocurrió en el período anterior. De esto se tenía que hacer cargo el Edil y no la Junta. 


Estas son las dos grandes contras que se le veía a este sistema que, reitero, es transparente y determina que el 
dinero se destine realmente a gastos de secretaría pues el empleado debía firmar un recibo para recibir el 
pago. Había que asumir estas contras que, en definitiva, eran un riesgo menor en una situación que tiene que 
ser transparente, tal como corresponde. 


Esto solo era para los gastos de secretaría. Después estaban lo vales para combustibles, pero creo que cuando 
nos visitaron los integrantes del Tribunal de Cuentas explicaron bien cómo proceder. 


SEÑOR ASTTI.- Quisiera saber cuál era el concepto por el que desde el punto de vista técnico ante el 
Tribunal de Cuentas se pagaba al Edil esa partida. ¿Cuál es el rubro que afecta en la contabilidad 
presupuestal de la Junta Departamental el pago de esa partida que es igual para los 31 Ediles? 


SEÑOR CANTERO PIALI.- No recuerdo el renglón específico del Presupuesto de la Junta, pero 
entiendo que el concepto era "partida de secretaría" y que de esa forma el Tribunal de Cuentas no lo 
observaba. 


Lo único que sí observaba el Tribunal de Cuentas tal como expresamos en las últimas sesiones eran los gastos 
de los combustibles, porque sostenía o sigue sosteniendo, que para cada uno de los vales que se utilizaran, la 
Junta debía emitir una resolución que justificara que el Edil se encontraba en misión de servicio. Si no 
recuerdo mal era un máximo de 14 vales; la Junta debía emitir 434 resoluciones mensuales justificando que 
el Edil había recorrido el departamento y los diferentes barrios. Era lo único que observaba. 


Reitero que no recuerdo el renglón correspondiente dentro del Presupuesto, pero el concepto era "partidas de 
secretaría", que además estaban determinadas en función de cierto grado salarial de los funcionarios de la 
Junta. 


SEÑOR SOUZA.- Cuando me tocó actuar en la Junta Departamental de Canelones hice un 
seguimiento de este asunto. Creo que Montevideo logró la mejor solución de las diecinueve Juntas 
Departamentales en un tema que afecta a los Ediles a nivel nacional, pues todas tenían distintos niveles 
de problemas en función de que cada una de ellas resarce esos gastos de manera diferente. Algunas no 
resarcen nada. 


Y si bien esa fue la mejor forma, prácticamente el Edil se debía transformar en una empresa unipersonal, 
hecho que desvirtúa un poco su rol, su cargo y su función; ni aun así se estaba ciento por ciento seguro de 
que las cosas se hicieran en tiempo y forma. 


Debemos refrescar la memoria y recordar un sonado caso de un Edil que no realizó los aportes 
correspondientes de su empresa unipersonal, lo cual determinó que luego de las multas, moras y recargos 
debiera una cifra considerable en dólares. La Junta Departamental, atendiendo la situación particular y 
personal que estaba viviendo ese Edil, se hizo cargo de ese inconveniente. 


Por eso reitero que ni aun en esa situación, se tenía el ciento por ciento de certeza de que las cosas se hicieran 
en tiempo y forma. 


Hemos intercambiado y compartido impresiones a contrarreloj; la propuesta del compañero Asti nos parece 
que es más ajustada que el planteamiento que el Tribunal de Cuentas realizó en esta Comisión en la medida 
en que se asigna al sector político que está representado en la Junta y no al Edil en persona. 


Fuera de micrófonos intercambiábamos con el señor Diputado Asti e introdujimos una pequeña modificación 
en el articulado cuando uno comienza a conversar con los abogados surge eso de la técnica parlamentaria 
legislativa y todo eso, y comienzan a enmendarnos la plana, que no hace a la cuestión de fondo. Por otra 
parte, se nos hicieron algunos planteamientos en la medida en que esta futura ley estaría interpretando la 
Constitución de la República. Con respecto a los rubros de comunicación y de locomoción ellos entienden 
que pueden establecerse en la norma pues son gastos originados a partir del ejercicio de la función de Edil la 


Junta podrá fijar una partida razonalbe para resarcirlos, pero no sucede lo mismo con los gastos de secretaría 
porque consideran que es viable asignarlos al sector político con representación en la Junta Departamental. 


En líneas generales este es el planteo. No hay cuestiones de fondo con respecto a lo planteado por el 
compañero Asti. Creo que es un buen material que contempla lo que hemos conversado en anteriores 
sesiones y, si hay voluntad, podríamos avanzar. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Quiero hacer una aclaración. Tengo entendido que en el Período 2000- 
2005 los aportes al Banco de Previsión Social los hacían directamente los Ediles y que en el Período 
2005-2010 ello se modificó de forma tal que los hacía la Junta y a los Ediles les entregaba la partida 
líquida. En ese traspaso de un sistema a otro surgió algún caso como el que acaba de mencionar el 
señor Diputado Souza, que generó deudas. 


Creo que tenía más que ver con mejorar los procedimientos que con el sistema. 


SEÑOR YANES.- Creo que después de muchos años tenemos material para trabajar y, si no les parece 
mal a los integrantes de la Comisión, sería bueno que los proponentes, señores Diputados Souza y Asti, 
unificaran los detalles. Reitero que es un elemento muy positivo para trabajar, pero sería mejor contar 
con una sola redacción. 


Tal vez en los primeros días de junio podríamos estar considerando y votando esta iniciativa en el plenario de 
la Cámara. 


SEÑOR ASTI.- En primer lugar, agradezco al compañero Souza que se haya tomado tiempo para 
trabajar, corregir y mejor nuestra propuesta. No he tenido oportunidad de analizar las diferencias, 
pero de acuerdo con lo que el señor Diputado manifiesta, una de ellas es si incluir en el procedimiento 
establecido o no los gastos de locomoción y comunicación. 


Esta era una idea original que manteníamos. Tal como ocurre en la Cámara de Representantes el régimen 
planteado es para los gastos de secretaría y no necesariamente para los de locomoción y comunicación. ¿Por 
qué nos planteamos incluirlos en la misma solución? Porque algunos compañeros en la sesión anterior nos 
decían, fundamentalmente con respecto a los gastos de locomoción, que persisten problemas operativos de 
aprobación por parte del Tribunal de Cuentas. Además, decíamos que era para que los Ediles cumplieran en 
todo el departamento con los fines para los que son electos; el Edil ejerce una serie de funciones y cumple 
con su representación política en distintas localidades y es muy difícil que la Junta Departamental las apruebe 
a todas como misión oficial. 


Por eso lo incluimos en el mismo concepto; era lo que había surgido la sesión anterior. Teníamos un régimen 
en el cual el control pasaba a control partidario que, de acuerdo con la Ley N” 18.485, "Partidos Políticos", 
tiene sus propios controles sobre la contabilidad de egresos e ingresos que deben llevar los partidos políticos. 
Le encomendamos a un órgano de contralor político como la Corte Electoral el control de estos gastos y no al 
Tribunal de Cuentas porque sabemos que muchas veces se dificulta interpretar qué es una tarea política por 
parte de un organismo que tiene otras finalidades de contralor. 


No tengo inconveniente en separar los criterios de secretaría del de reintegro efectivo del gasto por 
comunicación y locomoción, pero partiendo de la base de que quizás solucionemos un problema pero nos 
quedarán pendientes otros pues las Juntas Departamentales tienen distintos sistemas que pueden hacer mucha 
diferencia entre una y otra y que pueden estar librados a la interpretación que el Tribunal de Cuentas tenga 
sobre la función política de los Ediles recorriendo el departamento. Lo de comunicación seguramente no será 
problema porque podrá asignarse una partida para gastos de celular, que es más fácil. 


No me afilio a una u otra solución, sino que simplemente agregamos los gastos de locomoción y 
comunicación por algo que se dijo en alguna de las conversaciones que mantuvimos quienes estamos 
preocupados por este asunto: si solucionábamos los gastos de secretaría tal vez estuviéramos dejando librado 
el resto al control del Tribunal de Cuentas con criterios que debe seguir pero que no son los que se alinean 
con las necesidades políticas de representación en todo el departamento. 


Por eso hacemos hincapié cuando decimos "para el cumplimiento de sus fines en todo el departamento, para 
los Ediles titulares o suplentes que ejerzan efectivamente los cargos". 


SEÑOR BEROJIS.- Quiero confirmar si entendí bien. ¿La propuesta que hizo el señor Diputado Asti es 
que el control lo haga la Corte Electoral y no el Tribunal de Cuentas? 


SEÑOR ASTI.- Las partidas que la Junta Departamental autorice serán entregadas al sector político 
para cubrir los gastos de secretaría, contrato de personal seguramente, la Junta exigirá, como se ha 
hecho en Montevideo, que luego se presenten los contratos y los recibos correspondientes al pago de 
esos aportes, y para los gastos de locomoción y de comunicación será el sector político el que asigne las 
partidas a los Ediles, en función de las actividades políticas que se realicen. 


Según la Ley N* 18.485, las finanzas de los partidos políticos están controladas por la Corte Electoral. Por lo 
tanto, en este caso, al igual que todos los demás gastos que tienen los sectores políticos, el control 
corresponderá a la Corte Electoral. No estamos sustituyendo el control del Tribunal de Cuentas de los gastos 
de la Junta Departamental por el de la Corte Electoral; estamos sustituyendo quién es el controlado; en este 
caso el controlado es el sector político que es el que recibe los fondos de la Junta Departamental, por lo que 
deberá cumplir con la normativa correspondiente en lo que tiene que ver con los contratos laborales y con sus 
propias finanzas, de acuerdo con la Ley N* 18.485, 


SEÑOR PÉREZ.- Voy a trasladar una inquietud de la señora Diputada Laurnaga, ya que debió 
retirarse. 


El artículo 5* dice: "Lo dispuesto precedentemente también podrá ser extendido a los concejales electos 
según Leyes_N* 18.567 y 18.644 y concordantes. En este caso será el Intendente Departamental quien podrá 
fijar los montos y condiciones de estas partidas comunicándolo a la respectiva Junta Departamental". 


Este artículo involucra, desde el punto de vista financiero, a todas las Intendencias. En algunas de ellas, el 
número de Concejales es bastante importante, como es el caso de Canelones, Maldonado, Montevideo, 
Colonia. Acá dice "podrá ser extendido", pero ¿quién define esa posibilidad? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos en la dirección de lo planteado previamente por el señor Diputado 
Yanes. Creo que esta es la primera vez que todos tomamos contacto con este proyecto. En lo personal, 
nos parece muy adecuado lo que se plantea, ya que va en la misma dirección que tomamos en el 
Parlamento. La explicación que dio el señor Diputado Asti es la misma que fundamenta las partidas 
parlamentarias que nosotros cobramos. Se está trasladando el mismo mecanismo a las Juntas 
Departamentales. Por lo tanto, nos parece una buena línea de trabajo. 


No estoy en condiciones de expresarme sobre los detalles de la redacción. Para ello, nos gustaría que nuestros 
asesores vieran el texto. De cualquier manera, estoy dispuesto a trabajar sobre este texto, trayendo una 
posición de nuestro sector para la próxima reunión. 


SEÑOR SOUZA.- Quiero aportar algo ante la pregunta que formuló el señor Diputado Pérez. 


Cuando uno habla con los asesores técnicos, viene la enmienda de la letra chica, pero sí se puede apreciar con 
su simple lectura que el texto no está escrito en forma imperativa, para no violar la autonomía municipal. El 
"podrá" es facultativo. El proyecto no impone que tiene que ser así, sino que habilita a que si el Gobierno 
departamental esto es, el Intendente con la anuencia de la Junta Departamental lo entiende, podrá extender 
esto a los Concejales. Seguramente, eso surgirá del ámbito de intercambio y de valoración del Gobierno 
departamental. Quisimos dejar esta posibilidad abierta porque lo peor que nos puede pasar es que cerremos 
esto acá y que en el futuro tengamos que reformular la ley o crear una nueva ante una nueva situación que no 
se previó en su momento. 


Por lo tanto, no estamos diciendo que a partir de que se apruebe este proyecto todos los Concejales tendrán el 
mismo régimen. Simplemente quisimos aprovechar la oportunidad de estar tratando un tema atinente a los 
Gobiernos departamentales para no dejar afuera a ningún actor, como ya sucedió con la mentada ley_de 


descentralización. Si bien esa ley significó un avance importante en la creación del tercer nivel de gobierno, 
perdimos una hermosa oportunidad para jerarquizar el rol de las Juntas Departamentales, que es nada más y 
nada menos que el peso de la contraparte del gobierno ejecutivo, y darle un tratamiento adecuado en esa 
instancia, en que en ningún momento lo tuvimos en cuenta. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- El señor Diputado Souza habló de la anuencia de la Junta, lo cual 
comparto, pero según el artículo, la Intendencia simplemente se lo estaría comunicando. Quizás es algo 
en lo que deberíamos trabajar. 


SEÑOR SOUZA.- Sin duda; estamos abiertos a ajustar el texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros también tenemos algunas modificaciones para proponer, pero más 
vale trabajar sobre el proyecto en la semana. 


SEÑOR YANES.- Como todos acabamos de recibir el texto, sería bueno que no nos enredáramos. Sé 
que los redactores estuvieron conceptualmente de acuerdo cuando planteé lo de la anuencia. 


Cuando se presentaron los proyectos de reforma de la Ley_N* 9.515 por parte del Congreso de Intendentes y 
del de Ediles, yo era Diputado, y me di cuenta de que los Intendentes, conceptualmente, decían en casi todo: 
"Tal vez puede ser que en algún momento avise a los Ediles lo que estoy haciendo"; y, por su lado, los Ediles 
decían: "El Intendente tendrá que avisar a cada uno de los Ediles personalmente cada cosa que haga". O sea 
que se planteaban dos extremos, pero en este caso creo que nos pondremos de acuerdo. 


Por otra parte, estoy de acuerdo en visualizar y legislar adelantándonos a los tiempos. Si después ningún 
Gobierno quiere hacer uso de esa posibilidad, es otra cosa, pero lo peor que nos podría pasar es que, mañana 
nos enfrentemos a que los Concejales que ya está pasando planteen que la responsabilidad les implica gastos, 
por ejemplo, de celulares, que no pueden cubrir, porque hay gente que es muy humilde. Es importante que 
empecemos a hacer cultura a nivel de todo el país de que la gente no puede pagar para hacer política. De lo 
contrario, la política queda solo limitada a los poderosos. 


Entonces, no quiero entrar en el análisis del articulado. Me motiva mucho más que nos vayamos con el texto 
concreto a nuestras bancadas, que allí lo limemos y, si hay diferencias, las marquemos en la Comisión. 


SEÑOR ESPINOSA.- En lo personal, valoro la propuesta. Es interesante; recoge muchas de las 
preocupaciones que tenemos en cuanto al funcionamiento, jerarquización y desarrollo de la actividad 
de los Ediles. Es interesante también el planteo de la posibilidad de extensión a considerar la actuación 
de los Concejales. Creo que eso democratiza. Indudablemente, hay que hacer un análisis profundo de 
lo que esto significaría en el impacto económico de los distintos Gobiernos departamentales. Quizás 
podemos discrepar en cuanto a ofrecer un texto legal que deje librada esa posibilidad a la voluntad 
política de cada Gobierno departamental. Indudablemente, las alternancias en los Gobiernos 
departamentales, en las conformaciones de los Municipios, en algún momento, podrán generar esa 
suerte de cortocircuitos en cuanto a la eventual conveniencia de que se extienda este tipo de reintegros 
a los Concejales. 


Creo que analizar y discutir la propuesta es un desafío interesante. 


Nosotros seguimos sosteniendo que esto, quizás, se podría resolver de mejor manera por otra vía, como 
hemos expresado en más de una oportunidad. Por supuesto que creo que está muy lejana aún la posibilidad 
de avanzar en una propuesta de reforma de la Constitución. 


Reitero que celebro esta propuesta porque me parece que marca un puntapié inicial de discusión, más allá de 
que, como han expresado otros compañeros, no estamos en condiciones, ni como sector ni como partido, de 
definirnos al respecto. Hacemos especial énfasis en el análisis del reintegro o la declaración de los gastos de 
combustible. No pretendo hacer foco siempre sobre Canelones, pero si se mira la reglamentación que se ha 
dispuesto por parte de su Gobierno departamental, haciéndose eco de lo dispuesto por el Tribunal de Cuentas, 
parece imposible satisfacer todos los requerimientos técnicos. Creo que será algo difícil de cumplir y que 
señalará dificultades a lo largo y ancho de todas las bancadas. 


A medida que avance esta discusión, iremos haciendo nuestros aportes. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer una consideración sobre las modificaciones que podamos introducir en el 
texto que acordemos. 


Creo que lo que está faltando en este borrador de anteproyecto de ley es hacer alguna referencia a la Ley 
Orgánica Departamental. Por lo tanto, sugiero que cuando tratemos este tema, lo planteemos como una 
incorporación a la ley, precisamente, para darle el carácter que tiene de regular la actividad de todas las 
Juntas Departamentales, sin violar la autonomía departamental. De la misma manera que en la ley orgánica 
nacional hay determinado tipo de normas sobre los Gobiernos departamentales, podríamos incluir las del 
anteproyecto en consideración dentro de aquella, para evitar que luego se diga que estamos incursionando en 
campos que no nos corresponden. El simple hecho de interpretar la Constitución acerca del carácter 
honorario de los Ediles y habilitar, por este mecanismo, a las Juntas Departamentales dentro de un cuerpo que 
ya establece una cantidad de normas a nivel nacional para los Gobiernos departamentales, creo que también 
ayudaría a comprender cuál es la preocupación de los legisladores nacionales en este tema y que no se trata 
de una injerencia directa en los asuntos departamentales. 


SEÑOR DE TORO.- El espíritu de esta propuesta es resolver dos problemas. Uno, es el tema de fondo 
que queda planteado para el mediano plazo o cuando sea, que tiene que ver con la remuneración de los 
Ediles, que es un problema constitucional. El otro, es establecer una partida de secretaría que permita 
resolver todos los gastos que tienen que ver con el funcionamiento político de los Ediles, abarcando 
también la posibilidad de que esa cobertura se extienda a los Concejales del tercer nivel de gobierno, a 
través del mecanismo de iniciativa de la Intendencia, con la aprobación o la anuencia de la Junta 
Departamental. 


¿Para qué esto? Precisamente, para resolver uno de los problemas que nos planteó el Tribunal de Cuentas 
respecto a los inconvenientes que generaba cualquier tipo de partidas que fueran asignadas para la actividad 
política de los Ediles; en este caso no estaba planteada la situación de los Concejales. 


¿Por qué las partidas se asignan a los sectores políticos? Fundamentalmente, para resolver un problema que 
tenemos en forma permanente si la partida se asigna a la persona. De esta manera, el sector decide cómo, 
controla, liquida, etcétera. 


Esta es la línea de trabajo. Más allá de la redacción y la fineza del texto, pensamos que este podía ser un 
camino de solución. La idea central es zanjar las dificultades que tienen los mismos textos. En muchos casos, 
estamos rozando cosas que generan dificultades en las internas de los sectores, de los partidos, rayando a 
veces con el tema constitucional. Además, fue la voluntad generada expresamente en toda la Comisión. 


Por supuesto que el texto se puede afinar y se le pueden hacer ajustes, pero la idea central es que, primero, 
nos pronunciemos respecto a si este es el camino y, luego, pasemos a desmenuzarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A modo de resumen, la opinión de la mayoría fue el compromiso de trabajar 
para aportar a esta propuesta del señor Diputado Asti, a efectos de venir a la próxima sesión, por lo 
menos, con una posición de los distintos sectores políticos. 


SEÑOR BEROIS.- Hay un asunto que está a cargo de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración, que tiene que ver con los Ediles que son funcionarios públicos y 
con las faltas a sus tareas. Quisiera saber si también está dentro de los temas a considerar por esta 
Comisión, porque sería bueno tratarlo aquí. Allá es un asunto más y acá es algo que tiene que ver 
directamente con el funcionamiento de los Ediles. 


(Diálogos) 


SEÑOR BAYARDI.- Como pertenezco a ambas Comisiones, puedo dar entrada a la solicitud de 
tratamiento del tema por parte de esta Comisión sin ningún problema. La Comisión lo discutirá y 
resolverá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


